Ley de  acceso justo al hábitat en la Provincia de Buenos Aires,  un triunfo en el campo de la lucha por el acceso  a la vivienda y al hábitat popular

La Provincia de Buenos Aires y sus conglomerados urbanos concentran la mayor cantidad de población de todo el país, constituyendo también el foco demográfico más grande comprendido por el Área Metropolitana de Buenos Aires. Si bien la cuestión de acceso al suelo urbano es un problema que se replica con distintos grados de intensidad en cada una de las provincias que conforman la República Argentina, es en Buenos Aires y en especial en la zona conurbada, donde el problema adquiere toda su magnitud. 
Siendo esto el contexto, queremos compartir un verdadero avance en materia de legislación sobre el uso del suelo. Una ley que viene a saldar y remedar los principales problemas que padecen los sectores populares en su afán por acceder al derecho a la ciudad. 
Desde hace más de 35 años el único gran marco legal existente a nivel provincial sobre ordenamiento territorial y uso del suelo ha sido el Decreto Ley 8912. Éste fue elaborado por la última dictadura cívico-militar y si bien puso “orden”  sobre el uso del suelo, en su concepción no contempló bajo ningún concepto las posibilidades de acceso legal al suelo de los sectores más pobres de la población. La nueva ley recientemente aprobada, por otro lado, brinda la posibilidad de que la población con más dificultades pueda gozar del derecho a la ciudad en un nuevo marco de derecho. Es así como el pasado nueve de enero fue promulgada bajo el número 14449,  la Ley de Acceso Justo al Hábitat de la Provincia de Buenos Aires a través  del Decreto 28/2013
. La misma había sido sancionada en la Cámara de Senadores el 29 de Noviembre de 2012, luego de transitar un sinuoso camino que se inició hace más de dos años atrás y que cristalizó el trabajo de un conjunto de organizaciones, técnicos, especialistas y legisladores de la provincia de Buenos Aires. El proyecto fue presentado en el recinto de la Cámara de Diputados provinciales por los Diputados Alberto España, Alicia Sánchez y Marcelo Sain, sobre la base de un borrador que elaboraron el Arquitecto Eduardo Resse y las organizaciones del FOTIVBA. La sanción de la ley supone  una conquista  para el movimiento popular,  en tanto su texto recepta varias de las reivindicaciones históricas que formando parte del movimiento por un hábitat popular y sustentable hemos pregonado desde el FOTIVBA.  El objeto de la misma es el de promocionar el derecho a la vivienda y a un hábitat digno y sustentable,  así lo establece el artículo primero. En sintonía con lo establecido en el inciso 7º del artículo 36 de la Constitución Provincial, la ley reconoce el derecho a la vivienda (artículo 3º ) y la responsabilidad del Estado provincial para garantizar ese derecho incluyendo en dicha finalidad la participación de los municipios y de las organizaciones de la sociedad civil sin fines de lucro (artículo 5º). Este derecho se ve ampliamente refrendado por los principios rectores que deben guiar la intervención y regir las políticas públicas en materia de vivienda y hábitat a saber:
a) El derecho a la ciudad y a la vivienda. 
b) La función social de la propiedad.

c) La gestión democrática de la ciudad. 
d) El reparto equitativo de cargas y beneficios.
La  nueva norma provee al gobierno provincial y, especialmente a sus  municipios, de un bagaje de instrumentos que les permitirá mejorar sensiblemente la distribución social de la riqueza generada en el mercado de suelos y así actuar para contribuir a la integración urbanística de de villas y asentamientos  precarios al resto de la ciudad.

Esto es así considerando que en el ámbito de la autoridad de aplicación -el ministerio de infraestructura de la Provincia de Buenos Aires- la ley dispone la creación de un programa de lotes con servicios (artículo 17). Además, se establece un régimen de integración socio-urbanística para todas las villas y asentamientos precarios existentes al momento de la promulgación de la ley (artículo 26). A tal efecto se crea un registro público provincial de villas y asentamientos previéndose la convocatoria a mesas de gestión participativa para la urbanización de villas y asentamientos, la misma deberá integrarse por representantes de la autoridad de aplicación, del municipio involucrado, del poder legislativo, del defensor del pueblo y del barrio en cuestión (artículo 28).

En el artículo 37 se dispone la creación del “Fondo Fiduciario Sistema de Financiamiento y Asistencia Técnica para la Mejora del Hábitat” con el objeto de financiar, bajo cualquier modalidad, las necesidades de familias de bajos recursos con déficit urbano habitacional que no sean consideradas sujetos de crédito por la banca formal y eximiendo estas operaciones del pago de impuestos. En sintonía con estas herramientas se dispone el apoyo a cooperativas de ahorro y crédito para la vivienda y el hábitat (artículo 43). 
La sección IV (arts 44 y 45) dispone la creación de zonas de promoción del hábitat social,  para ello los planes y normas urbanísticas municipales establecerán en forma explícita zonas especiales y reservas de tierras en predios vacantes u ocupados, con la finalidad de asegurar las condiciones legales para la puesta en marcha de procesos de regularización urbana y dominial. Sin dudas en los artículos 50 y 51 se halla la medida que más resistencia ha encontrado por parte de varios sectores políticos y económicos, la imposición de una contribución obligatoria sobre la valorización inmobiliaria no inferior al 10% de la valorización generada por el municipio a los emprendimientos alcanzados por la ley, a saber : “clubes de campo, barrios cerrados y toda otra forma de urbanización cerrada; o cementerios privados o emprendimientos de grandes superficies comerciales, quedando incluidos en esta última categoría los establecimientos que conformen una cadena de distribución según lo establecido en la Ley 12.573 y su reglamentación, siempre que ocupen predios de más de cinco mil metros cuadrados (5.000 m2), sin importar el área o zona del ejido municipal en la que se instalen.”

En cuanto a los mecanismos de participación y gestión compartida (ya hemos visto  que se contempla dicha situación en el programa de urbanización de villas y asentamientos y en la ejecución del fondo fiduciario de crédito) las secciones VI, VII y VIII establecen una serie de mecanismos institucionales para la participación popular y la gestión democrática y compartida de las políticas de hábitat popular. El artículo 55 describe el funcionamiento y la finalidad  de los consorcios urbanísticos integrados  por organismos gubernamentales y actores privados, sean éstos personas físicas o jurídicas, aportando cualquiera de ellos, inmuebles de su propiedad y las obras de urbanización o de edificación. Luego de la realización de las mismas cada parte recibe como compensación por su inversión, unidades inmobiliarias debidamente urbanizadas y/o edificadas.
Los artículos 57  y 58 establecen el derecho a la participación y la responsabilidad del estado provincial de garantizar dicha participación a través de una serie de mecanismos, entre los cuales la ley enumera: 
      a) Órganos o instancias multiactorales formalizadas.

b) Debates, audiencias y consultas públicas.

c) Iniciativas populares para proyectos de normativas vinculadas con planes, programas y proyectos de hábitat y desarrollo urbano.
Finalmente el artículo 60 crea en el ámbito de la autoridad de aplicación, el Consejo Provincial de Vivienda y Hábitat, que está facultado a actuar como órgano multiactoral de consulta y asesoramiento de las políticas y programas.
Sabemos que la sanción de esta ley ha sido hasta aquí un logro colectivo, no obstante el camino para su plena aplicación aún debe superar la instancia de reglamentación a cargo del Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires. Desde el FOTIVBA y en conjunto con universidades y organizaciones de base seguimos en la lucha por su aplicación plena. Talleres de reflexión, jornadas de trabajo, propuestas para su reglamentación, nuevas negociaciones conformaran el derrotero de actividades que nos llevará sin dudas al objetivo buscado: el acceso al suelo y a la ciudad de las comunidades y familias más pobres de la Provincia de Buenos Aires.

� El presente artículo fue elaborado por Carlos De Carli, Encargado Área de Producción Social del Hábitat y Julio Clavijo, Director Institucional del  Secretariado de Enlaces de Comunidades Autogestionarias (SEDECA),   integrante de Foro de Tierra Vivienda e Infraestructura de la Provincia de Buenos Aires (FOTIVBA) y miembro de la Coalición Internacional para el Hábitat (HIC). Para más informaciones se puede revisar la página: http://www.sedeca.org.ar/








� El texto de la ley se puede descargar de: � HYPERLINK "http://www.iied-al.org.ar/fotivba/ley.pdf" �http://www.iied-al.org.ar/fotivba/ley.pdf�








